
   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, junio veintitrés de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00616-00
Acta Nro. 295 de junio 23 de 2016
  



Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Juan Sebastián Correa Osorio, contra el Ejército Nacional, la Jefatura de Reclutamiento y Control de Reservas del mismo ente, y los Distritos Militares Números 51 y 22 sedes Bogotá y Pereira, respectivamente, a la que fue vinculado el Distrito Militar No. 55. 

  



ANTECEDENTES




Juan Sebastián Correa Osorio, en nombre propio, instauró esta acción de tutela como mecanismo transitorio con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales “… del Debido Proceso, Mínimo Vital, Igualdad, Trabajo, Vida en Condiciones Dignas y Derecho de Petición” que estima lesionados por los entes a los que demanda.
  



Expuso, en resumen, que inició su obligación de definir la situación militar el 18 de mayo de 2005, cuando fue inscrito por medio del Colegio Instituto San Andrés de Quinchía-Risaralda, ante el Distrito Militar No. 22 de esta ciudad, siendo menor de edad; en el año 2006, una vez finalizó sus estudios secundarios, trasladó su residencia a los Estados Unidos; al adquirir la mayoría de edad, tramitó la expedición de la cédula de ciudadanía y la libreta militar ante el Consulado colombiano y obtuvo la provisional número 1125785665 expedida el 2 de abril de 2007 por el Distrito Militar No. 55, con una vigencia de dos años; al cumplir los 25 años de edad, finalizando el año 2013 se presentó ante el Consulado para renovar la libreta provisional o tramitar la situación militar de manera definitiva con la expedición del documento de segunda categoría, pero fue imposible; lo único que le indicaron es que estaba “Clasificado Sin Recibos” y que cuando regresara a Colombia debía expedirse el recibo y no se le incorporaría para la prestación del servicio militar, lo que, aduce, va en contravía de lo prevenido por el artículo 2º de la Ley 1184 de 2008 que transcribió (f. 2).
 



Dijo que regresó al país el 27 de diciembre de 2015 y le ha sido difícil a un empleo por la carencia de la libreta militar; en el Distrito Militar No. 22 se le informó que debía empezar nuevamente el proceso de definición de su situación con la expedición de los documentos soporte y en desarrollo de ello, se le exigió la presentación de la documentación económica de sus padres, de los que carece de apoyo financiero desde hace más de 10 años; también le indicaron que debía acudir al Distrito Militar No. 51 de Bogotá para atender su proceso de definición militar, sin tener en cuenta que fue aquí donde se le inscribió cuando adelantaba estudios secundarios. Agregó que elevó una petición, por intermedio de la Defensoría del Pueblo, al Distrito Militar No. 22, recibida el 17 de febrero de 2016, en la que solicitó información y copia de la documentación relacionada con su caso y para que se le autorizara llevar su proceso de definición de situación militar ante tal dependencia, pero no ha obtenido respuesta; solamente se le imprimió un reporte generado por el sistema Fénix que da cuenta de su inscripción ante ese Distrito y el estado actual en el No. 51, Zona 13 de Bogotá, y se le entregó un reporte de clasificación del 19 de noviembre de 2013. En este último Distrito, a donde viajó, le manifestaron que debía pagar una multa de $20’000.000,oo para acceder a la libreta militar.
  



Pidió, por tanto, el amparo de los derechos deprecados y, como consecuencia de ello, que se ordene a los demandados la definición de su situación militar ante el Distrito No. 22 de Pereira, bajo la condición de que la única documentación exigible para efectos de la liquidación de la cuota de compensación militar, debe ser la relativa a ingresos y rentas propias y que en todo caso, se le exonere del pago de la cuota por ser un ciudadano del Nivel 1 del SISBEN; igualmente, que se ordene la realización de gestiones necesarias para la remisión de la información y documentos que reposan en el Distrito Militar No. 51 de Bogotá al de esta ciudad.
  



Con la demanda, entre otros anexos, aportó copia del derecho de petición elevado al Comandante del Distrito Militar No. 22 (f. 20 a 22).

   



Se le dio trámite a la acción y se dispuso vincular al Distrito Militar No. 55, a la vez que se solicitó del No. 22 informar acerca de lo acaecido con el derecho de petición referenciado en la demanda. Solo se pronunció el Comandante del Distrito Militar No. 51 quien, en síntesis, informó que el actor se encuentra en el estado de “LIQUIDACIÓN VALIDAD” (sic) inscrito en esa zona; aludió a la obligación de prestar el servicio militar y a que el proceso de su definición se encuentra regulado por la Ley 48 de 1993 y su Decreto Reglamentario 2048 del mismo año; que el interesado debe agotar los pasos para ello por medio través de la plataforma www.libretamilitar.mil.co, y es el único responsable de la agilidad en el proceso; que la liquidación de la cuota de compensación no procede como independiente, atendiendo a que el ciudadano para la época en que fue clasificado dependía de su núcleo familiar, lo que tiene sustento en la Ley 1184 de 2008 y Decreto 2124 de la misma anualidad, por lo que en ningún momento han violado derecho fundamental alguno del peticionario y que se le extendió respuesta sobre el particular a la solicitud del 16 de febrero de 2016 de la que solo tuvo conocimiento por virtud de esta demanda; además, que la solicitud de traslado debe efectuarla directamente a la Dirección de Reclutamiento; que en tal orden de ideas la situación se halla superada.
CONSIDERACIONES
  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

  



En esta oportunidad, Juan Sebastián Correa Osorio,  pretende que se le amparen los derechos fundamentales arriba señalados, que estima resquebrajados por la parte accionada por las trabas que se le imponen para obtener su libreta militar, entre ellas, que debe pagar la suma de $20’000.000,oo, que no está en condiciones de asumir, atendiendo su situación económica; y porque la falta de la libreta militar le impide acceder a un trabajo que pueda mejorar su calidad de vida, además de que se la ha informado que debe presentar documentos relacionados con la dependencia económica de sus padres, cuando ya es independiente; a ello se suma que falta la respuesta al derecho de petición que radicó en el Distrito Militar No. 22 con sede en esta ciudad.
En su defensa, acudió el comandante del Distrito Militar No. 51, quien dio cuenta del estado del proceso en el que se encuentra el accionante para la definición de su situación militar, el que no podrá finalizar sin que él mismo acuda a iniciar el proceso de rigor en la plataforma virtual con que se cuenta para el evento. 

Esto se traduce en que aún debe surtirse un procedimiento previo, en el que se evaluará su condición y le dará la oportunidad de exponer formalmente las cuestiones que ahora esgrime, con el fin de que se valoren y se adopten las decisiones que se estimen apropiadas.
De hecho, el peticionario, no dio cuenta de acto administrativo alguno que se hubiera producido y notificado en tal sentido; solo indicó que en el Distrito se le dijo que como requisito indispensable para acceder a la libreta debía pagar una suma de $20’000.000,oo, pero sin soporte probatorio alguno.
En tal estado de cosas, si bien la falta de definición de la situación militar de una persona, por hechos u omisiones atribuibles a la entidad competente, puede llegar a erigirse en un motivo de vulneración de los alegados derechos, al margen de lo regulado en la Ley 1780 de 2016 que otorga un plazo especial a quienes han superado la edad de incorporación, caso del demandante, para normalizar su situación, no basta que se mencione su trasgresión, sino que es menester acreditar que el obstáculo existe para que pueda abrirse paso la protección, sobre todo cuando la defensa radica en que deben cumplirse unas etapas que son de rigor y en tal orden de ideas, no se ha expedido o aplicado legalmente alguna multa, que es la que se toma como punto de partida para la presente denuncia. 
Si tal acto es inexistente y lo que está pendiente es que se adelante el procedimiento de rigor con las etapas destinadas para surtir lo concerniente en un análisis de la situación del accionante, quien, se repite, podrá allí poner de presente las condiciones que refiere directamente en el libelo, es inviable acudir a la intervención del juez constitucional, por cuanto no se advierte lesión, hasta ahora, de los derechos señalados, salvo lo que adelante se precisará en torno con el de petición. El derecho al trabajo, por las razones indicadas, lo que trae aparejados el del mínimo vital y la vida en condiciones dignas; y el de igualdad, porque se carece de un referente en el cual se le hubieran otorgado los beneficios que aquí se demandan ante una situación similar a la del accionante.
En cuanto toca con este aspecto, incumplió el solicitante con la carga de probar que le incumbe, porque a pesar de ser la acción de tutela breve y expedita, se rige por elementales principios como este, en el que al interesado le corresponde acreditar, cuando menos, que existe un acto vulnerador y solo cuando se logre establecer que agotó el trámite que corresponde, con resultados negativos, se podría analizar si se produjo la vulneración de derechos fundamentales. 
  



De otro lado, como la acción se intenta también como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, basta decir que este se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
, condiciones todas que el actor debe acreditar.  Mas, en este caso, ninguna de las circunstancias que podrían dar lugar a ello, están plenamente acreditadas; no es suficiente hacer una mención de situaciones, sin que de por medio existan elementos que permitan deducir razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas. 

Ahora, en lo que tiene que ver con el derecho de petición, se tiene que el mismo parte de la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable, pues de lo contrario ningún efecto produciría
. 
En este caso, es un hecho indiscutido que el demandante elevó la petición de que da cuenta en su demanda y que no ha sido respondida; nada de ello fue controvertido ni desvirtuado por el destinatario, esto es, el Distrito Militar No. 22, que tampoco se pronunció en este asunto. Además, se ha sobrepasado el término de 15 días de que trata el artículo 14 de la Ley 1755 de 2011 para dar a conocer al interesado lo pertinente y esa omisión, por tanto, permite llegar a la conclusión de que este derecho sí debe ser amparado. En este sentido, es bueno precisar que la pretensión de traslado de documentación que se incluye en el libelo, no puede ser resuelta de momento por el juez constitucional, hasta tanto se produzca la respuesta del caso, como quiera que ella hace parte integral de la solicitud elevada a la entidad. De otro lado, la respuesta a la que hace alusión el Distrito Militar No. 51 carece de virtud para ser tenida en cuenta ya que, de un lado, fue a otra dependencia a la que se le dirigió la petición y se desconoce que se le hubiera trasladado por competencia; además, tampoco está acreditada su entrega al destinatario.
  



Por consiguiente, se dispondrá que el Comandante del Distrito Militar No. 22, capitán José Jorge Collazos Lara, o quien haga sus veces, o delegue para el evento, proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, a dar respuesta a la petición que fuera elevada por parte de la Personería Municipal de Dosquebradas en favor de Juan Sebastián Correa Osorio y que obra a folios 20 a 22 de este cuaderno. 

 



Se absolverá a los demás involucrados dentro del asunto, como quiera que no se advierte de su parte trasgresión a los derechos invocados.

  



En los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria.
 



DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo al derecho de petición, impetrado por Juan Sebastián Correa Osorio, frente al Distrito Militar No. 22 con sede en esta ciudad.
En consecuencia, se le ordena al comandante de dicho ente, capitán José Jorge Collazos Lara, o quien haga sus veces o delegue para el evento, proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo a dar respuesta al actor, de la petición de que da cuenta esta demanda, radicada en esa dependencia el 17 de febrero de 2016.

De tal gestión, se informará a este despacho.    





Se niega la protección de los demás derechos fundamentales invocados.

  



Se absuelve a las demás entidades intervinientes dentro del asunto.
Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

   



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.

Una vez regrese el asunto, se dispone el archivo del mismo.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA   

      Con ausencia justificada

� Tómese como ejemplo reciente la sentencia T-120 de 2016


� Sentencia T-404 de 2015
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